AFP Protección S.A. vs Ernesto Grajales Berrio  Rad. 666001310500120210020001

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCEDIMIENTO LABORAL / PROCESO EJECUTIVO / EJECUCIÓN POR APORTES A SEGURIDAD SOCIAL / ELEMENTOS SUSTANCIALES Y FORMALES DEL TÍTULO EJECUTIVO. 

TÍTULO EJECUTIVO EN MATERIAL LABORAL – Elementos.
… Dispone el artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social las obligaciones que son exigibles por la vía ejecutiva en materia laboral, siendo estas las originadas en una relación de trabajo, que consten en un acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que emanen de una decisión judicial o arbitral en firme. A su vez, el artículo 422 del Código General del Proceso establece que pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor....Estos presupuestos, necesarios para viabilizar la acción ejecutiva, se constituyen en los requisitos sustanciales del título ejecutivo, por lo tanto, su ausencia puede ser cuestionada a través de la formulación de excepciones, pues para estos no fue prevista limitación alguna, como si ocurre con los requisitos formales del título, conforme las voces del artículo 430 ibidem que establece que éstos deben ser cuestionados por medio del recurso de reposición contra el auto que libra el mandamiento de pago.
EJECUCIÓN POR APORTES A SEGURIDAD SOCIAL – Carga de prueba. 

… Se encuentra previsto por la ley 100 de 1993 que prestan mérito ejecutivo las liquidaciones mediante las cuales las administradoras establezcan la deuda de los empleadores respecto de los aportes en mora. 
… la AFP que pretenda adelantar un cobro ejecutivo de esta naturaleza ha de aportar prueba de: a. El requerimiento hecho a la persona frente a quien pide el mandamiento de pago; y b) La liquidación que corresponde a las cotizaciones en mora.
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Pereira, cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro
Acta de Sala de Discusión No 191  de 2 de diciembre de 2024 
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado por las partes contra el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito Pereira el día 12 de agosto de 2024, por medio del cual se resolvió negativamente la excepción “Falta de Claridad en el origen de la obligación” formulada por el señor Ernesto Grajales Berrio dentro del proceso que le promueve la AFP Protección S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001310500120210020001.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

La AFP Protección S.A. instauró demanda ejecutiva –numeral 003 del cuaderno digital de primera instancia- contra Ernesto Grajales Berrio solicitando el pago de $5.829.376 y $14.844.700 correspondientes a las cotizaciones a la seguridad social en pensiones dejadas de pagar y los intereses de mora respectivamente. También pidió que se librara el mandamiento por las sumas que se generen por concepto de intereses legales a partir del 8 de noviembre de 2019 hasta que se haga efectivo el pago de la obligación.
Fundamentó sus pretensiones en que el demandado, en su condición de empleador, no ha cumplido con la carga que le corresponde consistente en realizar las cotizaciones obligatorias de sus trabajadores al Sistema General de Pensiones por la suma de $5.829.376 e intereses moratorios por un valor de $14.844.700 causados hasta el 7 de noviembre de 2019.
Afirma la AFP ejecutante que realizó el requerimiento para constituir en mora al empleador, conforme la constancia de entrega de guía de correo No 0041945005002352.

La funcionaria de primer grado mediante providencia de fecha 10 de junio de 2021 libró mandamiento de pagó por a) $5.895.589 que representan los aportes pensionales insatisfechos, b) $14.844.700 a título de intereses causados desde la fecha límite establecida para el pago de cada aporte o periodo de cotización hasta la fecha de elaboración del título ejecutivo y c) los intereses legales que se generen hasta la fecha en que se verifique el pago total de la obligación.
Buscando notificar al señor Ernesto Grajales Berrio le fue remitida citación para notificación a la dirección Calle 39 No 5-38 Piso 2; sin embargo, no resultó posible entregarla, toda vez que le fue comunicado al personal de la empresa de correos “esm logística S.A.S”, que el destinatario no laboraba en esa ubicación y así lo deja ver el certificado expedido por dicha empresa en el documento visible en el numeral 12 del expediente digital de primera instancia.
Resultando infructuosa la notificación del ejecutado, una vez el fondo privado solicitó en debida forma su emplazamiento, el juzgado accedió a ello mediante auto de fecha 3 de agosto de 2022, siendo designado curador ad litem para representar los intereses del requerido.
Luego de notificado el auxiliar de la justicia nombrado  se opuso a las pretensiones incoadas en la demanda y formuló contra ellas la excepción denominada “Falta de claridad en el origen de la obligación” alegando que la ejecutante no fundamentó con suficiencia el origen de la obligación, dado que solo arrimó como respaldo la liquidación de la deuda que ella misma elaboró, sin acreditar que tenía a su cargo la administración de los aportes de algunos trabajadores, respecto a los cuales solo anotó sus apellidos.  
Considera por tanto que con el plenario debió aportarse el formulario de afiliación en el que conste la calidad de empleador del señor Ernesto Grajales Berrio en relación con los empleados cuyo aporte se cobra por esta vía.
Al correr traslado de la excepción, el fondo ejecutante se pronunció en torno a ella precisando que adelantó el procedimiento para constituir en mora al empleador, generándose con ello una obligación clara, expresa y exigible que cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y los artículos 2 y 5 del Decreto 2633 de 1994.  

También indicó que la referida excepción no tiene ningún soporte jurídico, toda vez que, de conformidad con las normas en cita, las entidades administradoras de los fondos de pensiones están legitimadas para hacer exigibles en cualquier tiempo los aportes que garantizan el reconocimiento de los derechos pensionales y de los intereses de mora.
En audiencia efectuada el 12 de agosto de 2024 la juez de primer grado adujo que el medio exceptivo formulado no tenía la connotación del tal, pues realmente, a través de él se cuestiona uno de los requisitos formales del título ejecutivo, acto que solo resulta procedente interponiendo el recurso de reposición contra el auto que libra mandamiento de pago, conforme lo establece el artículo 430 del Código General del Proceso, concluyendo entonces que no es esta la oportunidad procesal para alegar la falta de claridad del título judicial.
No obstante ello, la a quo decidió lo pertinente alegando que cuando se reclama el pago de aportes pensionales, el título ejecutivo se encuentra regulado por el artículo 27 del Decreto 1818 de 1993, modificado por el artículo 38 del Decreto 326 de 1996, que consagra que el mérito ejecutivo se le atribuye al formulario de autoliquidación de aportes con el que se debe efectuar el pago, el comprobante de pago o la cuenta de cobro que envíe cualquiera de las entidades administradoras del sistema a los aportantes del mismo.
De este modo consideró en este asunto no se requiere documentación adicional a la señalada en la referida norma, misma que fue aportada por la ejecutante y debidamente validada por el Juzgado al momento de librar el mandamiento de pago.
Dicho esto, a pesar de haber señalado la improcedencia de la excepción formulada, la declaró no probada y ordenó continuar con la ejecución.

Inconforme con la decisión, el señor Ernesto Grajales Berrío apeló la decisión argumentando que es común que los fondos de pensiones cobren a los empleadores aportes de trabajadores que, por una u otra razón, no fueron retirados del sistema pensional, bien sea por descuido o porque realmente no prestaron sus servicios al requerido.
Insiste en que la AFP Protección S.A. no demostró que el trabajador prestó sus servicios al ejecutado entre los años 2008 y 2013, lapso en el cual tuvo la entidad tiempo suficiente para verificar este aspecto, al paso que cuestiona que no haya presentado documentos que demuestren que efectivamente existió un incumplimiento de su parte ni los respectivos formularios de afiliación.
Escuchados los argumentos de la recurrente se concedió el recurso de apelación.
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
Conforme se dejó plasmado en la constancia emitida por la Secretaría de la Corporación, las partes hicieron uso del derecho a presentar alegatos de conclusión en término.
Mientras la parte ejecutada trajo a colación los mismos argumentos expuestos al fundamentar su oposición a la decisión recurrida, el fondo privado de pensiones solicitó que se confirmara el auto apelado en consideración a que el título ejecutivo cumple con todos los requisitos exigidos por la legislación para iniciar la acción ejecutiva.
Reunida la Sala, lo que corresponde es la solución de los siguientes: 
PROBLEMAS JURÍDICOS  

¿Estaba habilitada la parte ejecutada para formular la excepción de “Falta de claridad en el origen de la obligación”?

En caso positivo ¿Cómo se conforma el título ejecutivo respecto a los aportes en mora para pensiones con motivo del incumplimiento de las obligaciones del empleador?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar los siguientes aspectos:
1. DE LA EJECUCIÓN EN MATERIA LABORAL.

Dispone el artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social las obligaciones que son exigibles por la vía ejecutiva en materia laboral, siendo estas las originadas en una relación de trabajo, que consten en un acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que emanen de una decisión judicial o arbitral en firme.

A su vez, el artículo 422 del Código General del Proceso establece que pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor.
Estos presupuestos, necesarios para viabilizar la acción ejecutiva, se constituyen en los requisitos sustanciales del título ejecutivo, por lo tanto, su ausencia puede ser cuestionada a través de la formulación de excepciones, pues para estos no fue prevista limitación alguna, como si ocurre con los requisitos formales del título, conforme las voces del artículo 430 ibidem que establece que éstos deben ser cuestionados por medio del recurso de reposición contra el auto que libra el mandamiento de pago.

Frente a la diferencia entre los requisitos formales y sustanciales del título ejecutivo la Sala de Casación Laboral se pronunció en sentencia STL13742-2024 del 14 de agosto de 2024 en la que dijo lo siguiente:
“Dicha norma señala los requisitos formales y sustanciales del título ejecutivo. En relación con los primeros, hacen referencia a la autenticidad del documento y al hecho de que emane directamente del deudor o de una providencia judicial y que en términos legales, tenga fuerza ejecutiva; mientras que los segundos, tienen relación con la existencia de una obligación que: (i) identifique claramente al deudor, al acreedor, así como la naturaleza y los factores de cuantificación de la obligación; (ii) sea expresa, y (iii) sea exigible, es decir, que su cumplimiento no esté sujeto a condición o plazo. 

De este modo, una vez el juez del proceso ejecutivo verifique que el título base de cobro cumple con los requisitos atrás señalados, debe librar mandamiento y ordenar al ejecutado que cumpla con la obligación reclamada.” 

2. ELEMENTOS DEL TÍTULO EJECUTIVO EN LOS COBROS DE LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES POR LAS COTIZACIONES EN MORA A CARGO DE EMPLEADORES MOROSOS. 
Se encuentra previsto por la ley 100 de 1993 que prestan mérito ejecutivo las liquidaciones mediante las cuales las administradoras establezcan la deuda de los empleadores respecto de los aportes en mora. En tal sentido establece el artículo 24:
“ARTÍCULO 24. ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo.”
Para hacer efectiva esta disposición el decreto 2633 de 1994 estableció:
“Artículo 5° Del cobro por vía ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 100 de 1993, las demás entidades Administradoras del régimen solidario de prima media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro individual con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante la jurisdicción ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la periodicidad que esta disponga, con carácter general; sobre los empleadores morosos en la consignación oportuna de los aportes, así como la estimación de sus cuantías e interés moratorio, con sujeción a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones concordantes.
Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de los empleadores la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993.”
En consecuencia, resulta claro que la AFP que pretenda adelantar un cobro ejecutivo de esta naturaleza ha de aportar prueba de:
a. El requerimiento hecho a la persona frente a quien pide el mandamiento de pago.
b. La liquidación que corresponde a las cotizaciones en mora.
3. EL REQUERIMIENTO AL EMPLEADOR
El artículo 5° del decreto 2633 de 1994 exige como único requisito para cumplir el requerimiento, que la AFP dirija una comunicación al empleador moroso. Sin embargo, resulta obvio que debe aparecer acreditado al respecto que:
a. La comunicación se dirija al empleador moroso.
b. Haya certeza de que el requerimiento efectivamente fue puesto en conocimiento del presunto moroso.
4.  EL CASO CONCRETO
Lo primero que debe decir la Sala es que equivocó el rumbo de la decisión la juez de instancia cuando señaló que el cuestionamiento de la claridad del título formulado a través de la excepción de “Falta de claridad en el origen de la obligación” no era procedente conforme el artículo 430 del Código General del Proceso que estable que “Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo”.

Lo anterior es así porque la claridad el título ejecutivo se constituye en un requisito sustancial y no formal, de allí que pueda ser atacado mediante la formulación de excepciones.

No obstante lo dicho, el trámite contó con la suerte de que la a quo, como argumentación de paso, encausó la decisión definiendo finalmente la excepción al punto que la declaró no probada en lugar de negarla por improcedente.
Clarificado lo anterior, baste decir que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994 a la Administradora de Fondos de Pensiones pública o privada, para iniciar la acción ejecutiva por la vía ordinaria, le basta con requerir al empleador moroso y elaborar la liquidación correspondiente si dentro de los quince (15) días seguidos al requerimiento el infractor no se ha pronunciado.

En presente caso la entidad ejecutante aportó ambos documentos, el primero de ellos, es decir el requerimiento, milita en la hoja 12 del cuaderno 01PirmeraInstancia/C01Ejecutivo y, el segundo, obra en la hoja 11 del mismo cuaderno.  Respecto a la liquidación, instrumento que es el dotado de la capacidad de prestar mérito ejecutivo, no observa la Sala que se presente reparo alguno en torno a su claridad, toda vez que se encuentra respaldada por los estados de deuda que acompañaron el requerimiento efectuado al señor Grajales Berrio.
Ahora bien, se tiene que el requerimiento fue efectivamente recibido por el señor “Hernesto Grajales” (sic) el 18 de noviembre de 2019 y en él se le puso de presente la posibilidad de que la deuda y la mora fueran originadas por no haber informado “novedades de salario, traslados, retiro, de afiliados, pagos a otros fondos o al ISS liquidado, que puedan afectar la deuda que se reporta”, por lo que le solicitan informar lo pertinente dentro del término del requerimiento.  
Como puede observarse la AFP Protección S.A. consideró la eventualidad de que la deuda por no pago de aportes pensionales de dos de sus trabajadores e intereses moratorios obedeciera a que el requerido, en su condición de empleador, no diligenció la novedad de retiro; sin embargo, durante el término que le fue conferido para atender el llamado, ninguna manifestación hizo al respecto, como tampoco lo hizo en el lapso con el que contaba para pagar o formular excepciones en esta acción.

También es carga del empleador moroso demostrar en el trámite administrativo o judicial que la relación laboral con los trabajadores por él afiliados ya no se encuentra vigente, siendo su obligación reportarle al Fondo las novedades y no al contrario como lo sugiere el recurrente.
Dicho lo anterior, es claro que la AFP Protección S.A, al evidenciar la deuda del señor Ernesto Grajales Berrio en su sistema procedió conforme lo dispuesto en el artículo 5º del 5º del Decreto 2533 de 1994, sin que sea procedente la exigencia de más documentos como por ejemplo el formulario de afiliación de los trabajadores, como pide el ejecutante en su recurso
De acuerdo con lo expuesto, como quiera que ninguno de los argumentos considerados por el recurrente logra modificar la decisión de primera instancia, la misma será confirmada en su integridad.
Costas en esta instancia a cargo del ejecutado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE
PRIMERO. CONFIRMAR el auto de fecha 12 de agosto de 2004 proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia al señor Ernesto Grajales Berrio.
Notifíquese por estado y a los correos electrónicos de los apoderados de las partes.
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada 

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
Magistrado

Sin constancias ni firmas secretariales conforme artículo 9 de la Ley 2213 de 2022
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